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S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 
  

Comparece Osvaldo Walker Isaac (Apelante) y nos solicita que 

revoquemos la Sentencia que emitió el Tribunal de Primera Instancia 

(TPI), Sala de Ponce, el 7 de abril de 2016.1 Mediante el referido 

dictamen, el TPI declaró Ha Lugar la Moción de Desestimación que 

presentó el Estado Libre Asociado de Puerto Rico (ELA), en 

representación de la Administración de Corrección y Rehabilitación. En 

consecuencia, desestimó con perjuicio la demanda presentada por el 

Apelante por estar prescrita. 

Por los fundamentos que esbozamos a continuación, acordamos 

confirmar la Sentencia apelada.  

I. 

El 30 de julio de 2013, José A. Ortiz Sánchez presentó una 

demanda por daños y perjuicios contra el ELA y varios empleados del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación. El Sr. Ortiz Sánchez 

compareció por derecho propio y en representación de otros confinados, 

entre los que se encontraba el Apelante. Según se desprende de los 

autos, el 27 de junio de 2013, hubo un “lockdown” en la Institución de 

                                                 
1
 La Sentencia fue notificada y archivada en los autos el 11 de abril de 2016. 
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Máxima Seguridad en Ponce. A raíz de este incidente, el Sr. Ortiz 

Sánchez reclamó que la acción por parte del Departamento constituyó un 

castigo cruel e inusitado que violentó sus derechos civiles y 

constitucionales, así como los de los compañeros que representaba. El 

Sr. Ortiz Sánchez, ni ninguno de los demás confinados comparecieron 

representado por un abogado.  El apelante, en particular, ni siquiera 

compareció por derecho propio.  

El 17 de julio de 2014, el ELA presentó una solicitud de 

desestimación parcial de la demanda con respecto a los codemandantes: 

Xavier Irizarry Sánchez, Miguel Mejías Ortiz, Luis Lebrón Laureano, Ángel 

León Figueroa, Edwin Cintrón Pulgar y el Apelante. En su alocución, el 

Estado arguyó que la única persona que compareció y suscribió la 

demanda había sido el confinado Ortiz Sánchez.  Explicó  el Estado que 

los demás confinados comparecieron representados por Ortiz Sanchez, 

quien estaba impedido de representarlos legalmente, debido a que no era 

un abogado autorizado a ejercer la profesión en Puerto Rico.  

Luego de varios trámites procesales, el 10 de noviembre de 2014, 

el TPI declaró ha lugar la Moción de Desestimación en virtud de la Regla 

10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2, y desestimó sin 

perjuicio el reclamo de los codemandantes en contra del ELA. Sostuvo 

que el confinado, Ortiz Sánchez, no estaba autorizado a representar 

legalmente a terceros en esa causa de acción. No obstante, el tribunal de 

instancia mantuvo el reclamo des Sr. Ortiz Sánchez en contra del ELA por 

derecho propio. En su Sentencia, indicó, además, que los codemandados 

interesados en proseguir con su causa de acción deberían presentar una 

demanda por separado, por derecho propio o asistidos por un abogado. 

Ante esa decisión, el 18 de mayo de 2015, el apelante,  Walker  

Isaac,  presentó, por derecho propio, su demanda de daños y perjuicios 

contra el ELA, bajo los mismos fundamentos esbozados en la demanda 

que presentó el Sr. Ortiz Sánchez en el 2013. Nuevamente, el ELA 

compareció mediante una Moción de Desestimación en la que alegó que 
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la acción estaba prescrita. Así las cosas, el 7 de abril de 2016, el tribunal 

apelado dictó Sentencia en la que declaró Ha Lugar la solicitud de 

desestimación presentada por el ELA y procedió a desestimar con 

perjuicio la demanda a favor del ELA y la Administración de Corrección y 

Rehabilitación. 

Inconforme con este dictamen, el Apelante acudió ante nosotros y 

nos planteó los siguientes dos señalamientos de error: 

Erró la Hon. Juez Annette M. Prats Palerm del Tribunal de 
Primera Instancia, Sala de Ponce, al dictar sentencia 
desestimando la causa de acción bajo unos fundamentos 
frívolo de que la demanda se avia (sic) radicado fuera de 
término. 
 
Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de 
Ponce, a desestimar la demanda cuando este demandante 
le informó de que el caso se avia (sic) resuelto en el 
Apelativo pues ya era causa juzgada.  
 
 

II. 

Bajo nuestro sistema de Derecho, la prescripción es materia de 

derecho sustantivo y se rige por las disposiciones del Código Civil o la 

legislación especial aplicable. García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 174 

DPR 138, 147 (2008). Esta es una forma de extinción de las obligaciones 

y acarrea la desestimación de cualquier acción que sea presentada fuera 

del término provisto para ello.2 Maldonado v. Russe, 153 DPR 342, 347 

(2001). Su propósito es asegurar la estabilidad de la propiedad y la 

certidumbre de los demás derechos. Agulló v. ASERCO, 104 DPR 244, 

248 (1975). Su innegable necesidad y valor responden a una presunción 

legal de abandono derivada del hecho del transcurso de un tiempo 

determinado sin reclamar un derecho. García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, 

supra, a la pág. 147; Santos de García v. Banco Popular, 172 DPR 759, 

766 (2007); Galib Frangie v. El Vocero de P.R., 138 DPR 560, 566 (1995); 

Eisele v. Orcasitas, 85 DPR 89, 93 (1962). De ahí que, “el propósito 

medular de todo término prescriptivo es garantizar la estabilidad 

                                                 
2
 A pesar de que la prescripción es materia sustantiva, cabe señalar que es también una 

defensa afirmativa en el ordenamiento procesal que debe plantearse de forma expresa 
y oportuna, o de lo contrario, se entiende renunciada. Regla 6.3 de las Reglas de 
Procedimiento Civil de 2009, 32 LPRA Ap. V, R. 6.3.  
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económica y social de las relaciones bilaterales, al estimular el rápido 

reclamo del cumplimiento de las obligaciones contractuales o legales y 

procurar así la tranquilidad del obligado contra la eterna pendencia de una 

acción civil en su contra”. Cintrón v. E.L.A., 127 DPR 582, 588 (1990). 

La prescripción extintiva o liberatoria es una institución que “se 

basa en el imperativo de castigar la inercia en el ejercicio de los derechos 

y asegurar así el tráfico jurídico, „el señorío de las cosas‟, al evitar litigios 

difíciles de adjudicar por la antigüedad de las reclamaciones”. De Jesús v. 

Chardón, 116 DPR 238, 243 (1985).  

Según establece el Artículo 1873 del Código Civil de Puerto Rico, 

31 LPRA sec. 5303, “[l]a prescripción de las acciones se interrumpe por 

su ejercicio ante los tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor 

y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor”. Esto 

es así, solo si la gestión interruptora ocurre antes de que venza el plazo 

concedido por la norma. Santiago v. Ríos Alonso, 156 DPR 181, 189 

(2000); Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, 170 DPR 149, 166 (2007). 

Estos “actos interruptivos representan la manifestación inequívoca de 

quien, amenazado con la pérdida de su derecho, expresa su voluntad de 

no perderlo.” García Pérez v. Corp. Serv. Mujer, supra, pág. 148; Galib 

Frangie v. El Vocero de P.R., supra, pág. 567. 

En cuanto a las reclamaciones sobre responsabilidad civil 

extracontractual, el Código Civil de Puerto Rico provee un término para 

poder instar la acción, con el fin de reclamar los daños y perjuicios 

surgidos al amparo del Art. 1802, supra. Así pues, las acciones para exigir 

la responsabilidad civil por la culpa o negligencia al amparo el Art. 1802, 

supra, prescriben por el transcurso de un (1) año. Artículo 1868 del 

Código Civil, 31 LPRA § 5298. Dicho término puede ser interrumpido 

mediante el ejercicio de la acción en los tribunales, por una reclamación 

extrajudicial adecuada o por el reconocimiento de la deuda por el deudor. 

Artículo 1873 del Código Civil, 31 LPRA § 5303. 
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Con respecto a la reclamación extrajudicial, esta sirve para 

interrumpir el transcurso del término prescriptivo de las acciones. De León 

v. Caparra Center, 147 DPR 797, 803 (1999). Para ejecutarla, nuestro 

ordenamiento jurídico no exige una forma específica para ello. Zambrana 

Maldonado v. E.L.A., 129 DPR 740, 752 (1992). Sin embargo, el método 

utilizado para ese propósito debe cumplir con los siguientes requisitos: a) 

la oportunidad, que requiere que el ejercicio de la acción se realice 

antes de la consumación del plazo; b) la legitimación, según la cual 

el ejercicio corresponde al titular del derecho o acción; c) identidad, 

que consiste en que la acción ejercitada responda al derecho que está 

afectado por la prescripción; y d) la idoneidad del medio utilizado. (Énfasis 

nuestro). Galib Frangie v. El Vocero de P.R., supra, pág. 567. Debemos 

tener presente que una vez interrumpida la prescripción, comienza un 

nuevo plazo completo. Díaz de Diana v. A.J.A.S. Ins. Co, 110 DPR 471, 

474 (1980). 

En los casos específicos de las reclamaciones extracontractuales 

el término de prescripción comienza a transcurrir “desde que lo supo el 

agraviado” o desde que el perjudicado, después de conocer del acto 

torticero y de su causante, pudo ejercitar la acción. Artículo 1868, supra. 

Aunque el término prescriptivo comienza a partir del momento del acto 

cognoscitivo del daño, ello varía dependiendo del tipo particular de daños 

del que se trata, conforme a los hechos específicos que lo configuran. 

Rivera Encarnación v. E.L.A., 113 DPR 383, 388 (1982).  

Con el beneficio de la doctrina aplicable antes reseñada, 

procedemos a resolver. 

III. 

En su argumentación en el recurso apelativo, el Apelante alegó que 

el foro de instancia incidió al desestimar su causa de acción bajo el 

fundamento de que la demanda se había presentado fuera del término 

prescriptivo. Sostuvo, que luego que el TPI le notificara que debía 

presentar su reclamación por separado tras desestimar la demanda 
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incoada por el Sr. Ortiz Sánchez, decidió comparecer por derecho propio 

y someter su reclamación 76 días después de recibir la notificación del 

dictamen apelado. Arguyó que la demanda sometida por el Sr. Ortiz 

Sánchez interrumpió el término y que el TPI debió proseguir la causa y 

resolver conforme al caso Mejía Ortiz v. E.L.A., KLAN201501757, resuelto 

por este Tribunal.  

Nuestro ordenamiento civil dispone que las reclamaciones por 

responsabilidad civil extracontractual prescriban al año. Art. 1868, supra. 

En su parte pertinente, la doctrina dispone que para interrumpir este 

término la parte perjudicada deberá presentar su reclamo mediante 

demanda ante un tribunal o de forma extrajudicial. Santiago v. Ríos 

Alonso, supra; Rivera Prudencio v. Mun. de San Juan, supra. En el caso 

de autos, no podemos concluir que el Apelante interrumpió este plazo con 

la presentación de la demanda suscrita únicamente por el Sr. Ortiz 

Sánchez. Como señalamos, para que el acto interruptor sea efectivo la 

reclamación tanto judicial, como extrajudicial,  deberá hacerse por el 

titular del derecho que se reclama. Galib Frangie v. El Vocero de P.R., 

supra.  

Indicamos en la primera parte de esta Sentencia que el Apelante, 

junto a otros compañeros confinados, presentaron alegadamente una 

demanda por daños y perjuicios contra el ELA y la Administración de 

Corrección y Rehabilitación. Sin embargo, quien compareció y suscribió la 

demanda fue el confinado Ortiz Sánchez. El nombre del Apelante 

solamente aparecía en el epígrafe de la demanda como codemandante. 

Por ello, el 10 de noviembre de 2014, el TPI concluyó que el Apelante no 

podía considerarse como parte en el pleito. Según expuso el foro 

sentenciador, el Sr. Ortiz Sánchez no tenía autoridad legal para 

representar a ninguno de los confinados. En consecuencia, decidió 

desestimar la acción presentada sin perjuicio contra el apelante y los 

demás confinados por ese fundamento, de modo que los demás 

codemandantes pudieran presentar su reclamo de manera separada.  
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Fue así que el Apelante presentó la demanda  de autos por daños y 

perjuicios en contra del ELA y la Administración de Corrección cerca de 

dos años y medio después  de haber ocurrido  los hechos que originaron 

la presentación de la primera demanda.  

En Martínez v. Soc. De Gananciales, 145 DPR 93, 107 (1998), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico estableció específicamente que la 

demanda presentada por una parte que comparece por derecho propio y 

no es abogado, y representa a terceras personas, no tiene el efecto de 

interrumpir el término prescriptivo  de la causa de acción de los así 

representados. Esto es así debido a que la actuación de la parte que 

comparece y suscribe la demanda sin estar legalmente autorizado para 

ello, no tiene ningún efecto jurídico; se trata de un acto nulo y por tanto, 

inconsecuente para efectos legales. Téngase presente que la acción de 

acudir a un Tribunal en representación de terceros, sin tratarse de un 

abogado autorizado a practicar la profesión, constituye un acto delictivo 

(práctica ilegal de la abogacía). Ningún acto delictivo puede producir 

consecuencias legales válidas. Por ello precisamente se trata de un acto 

nulo, por lo que se tiene como inexistente, como si nunca hubiera 

ocurrido.  

Por ello, descartado cualquier efecto interruptor de la demanda 

presentado originalmente por el Sr. Ortiz Sánchez, resulta forzoso 

concluir que el Apelante presentó su demanda fuera del término que 

provee el Art. 1868, supra. El Apelante presentó su reclamación el 18 de 

mayo de 2015, casi dos años y medio después de ocurrido los hechos 

imputados. Por ende, su acción estaba prescrita.  

Por otra parte, en su segundo señalamiento de error el Apelante 

sostuvo que el foro de instancia incidió al no tomar en consideración una 

Sentencia emitida por un Panel hermano de este Tribunal de Apelaciones 

en el caso  Mejía Ortiz v. E.L.A., supra, el Panel consideró una situación 

de hechos relacionadas con  las del presente caso y resolvió que la 
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demanda que presentó Ortiz Sánchez interrumpió el término prescriptivo 

de la acción que sometió luego uno de los codemandantes. 

Sin embargo, ese caso solamente tiene valor persuasivo, por lo 

que no obliga al TPI, ni a otro panel de este Tribunal. Únicamente, las 

decisiones emitidas en forma de opinión por el Tribunal Supremo son 

obligatorias para los foros de inferior jerarquía, conforme a  la doctrina del 

precedente (“stare decisis”). Vega v. Caribe G.E., 160 DPR 682 (2003).  

Por los fundamentos previamente esbozados, en particular la 

doctrina sentada por el Tribunal Supremo en el citado caso,  Martínez v. 

Soc. de Gananciales, supra, no compartimos el criterio del Panel en el 

caso de Mejía Ortiz v. E.L.A., supra.   Reiteramos que conforme a esa 

doctrina, no podemos adscribirle efectos interruptores a la demanda 

presentada por el Sr. Ortiz Sánchez. Por el contrario, esas normas legales 

y jurisprudenciales nos obligan  a resolver conforme a lo aquí 

dictaminado.   

IV. 

En mérito de lo anterior, resolvemos confirmar la Sentencia emitida 

por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Ponce. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

Dimarie Alicea Lozada  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 
 

 
 


